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PRESENTACIÓN

A partir de la Cumbre de Miami se concretizaron acciones colectivas en el ámbito hemisférico que han puesto a las Américas a la vanguardia en el tema de la lucha contra la corrupción.

La acción hemisférica en este campo ha ido más allá de la adopción del primer tratado internacional sobre la materia.  La propia Convención concibe la lucha contra la corrupción como un proceso y un esfuerzo de carácter permanente.  

Reconociendo la importancia de ese proceso, los países, en distintos foros y resoluciones del más alto nivel, han reiterado el consenso de que la Convención no agota el compromiso de la OEA en la lucha contra la corrupción.  Por el contrario, a lo largo del   proceso de análisis y discusión que se ha dado en torno a este tema, se ha ido conceptualizando y definiendo algunos elementos de una estrategia integral de lucha contra este flagelo.

Sin embargo, la Convención ha sido, y deberá continuar siendo, la gran guía de las acciones y estrategias que se han adoptado en el marco de la OEA y de aquellas que se adopten en el futuro, así lo expresan entre otros los mandatos de la Cumbre de Miami y Santiago y las resoluciones adoptadas por la Asamblea General, en particular el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción y las recomendaciones del Simposio sobre el Fortalecimiento de la Probidad en el Hemisferio.


Uno de los aspectos enfatizados a lo largo de este proceso, ha sido la necesidad de buscar y diseñar una estrategia para lograr la pronta ratificación e incorporación de la Convención en el derecho interno de los países y así lo reflejan los documentos emanados de la Cumbre de Santiago, el decidido apoyo que han brindado los  mandatarios de las Américas al Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción y las resoluciones de la Asamblea General.  

Los mandatos y resoluciones que en este campo se han adoptado, también reconocen la importancia de impulsar un mayor intercambio de información y de fortalecer los mecanismos internos y el cumplimiento de las leyes en torno a este tema.

Particularmente, el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, cuyo componente más amplio se refiere a las acciones que en el ámbito jurídico se han comprometido a implementar los países, expresamente señala la importancia de adoptar una estrategia para lograr la ratificación de la Convención; la necesidad de realizar estudios comparativos de las normas legales de los países miembros; de analizar figuras específicas tales como el enriquecimiento ilícito y el soborno transnacional; de identificar aspectos que puedan conducir a la elaboración de las leyes modelo, etc.

Complementariamente a estos mandatos, la Resolución AG/RES. 1649 (XXIX-0/99), aprobada en la última Asamblea General, encomendó al Consejo Permanente reiniciar las labores del Grupo sobre Probidad y Etica Cívica.  

A este Grupo de Trabajo se le ha encargado la labor de realizar el seguimiento del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción; y de considerar las medidas específicas para alentar la ratificación e implementación de la Convención, de fortalecer la cooperación y prestar asistencia técnica a los Estados Miembros que lo soliciten, e intercambiar información y experiencias con relación a la implementación de la Convención.

Para apoyar las labores de este grupo se ha elaborado el siguiente cuestionario.  En particular, se espera que la información que de éste se derive sea un aporte importante en el proceso de intercambio de información que en esta área ya han iniciado los Estados miembros en el marco de la OEA.  Se espera, además, que esta información facilite la definición de nuevas estrategias para fortalecer la cooperación y permita identificar los vacíos que aún existen en esta materia.

Por estas razones, si bien es cierto, el cuestionario se ha diseñado con total apego a las normas, disposiciones y lenguaje de la Convención, la información que intenta recabar compete no solo a los países que han firmado y ratificado la Convención, sino a todos los países del Hemisferio en la medida en que promueve y facilita el cumplimiento de los mandatos arriba señalados.  

Muchas de las obligaciones y medidas a las que se refiere el cuestionario ya existían en las legislaciones de los países del continente antes de la adopción de la Convención.  Otras, han sido adoptadas con posterioridad a la aprobación de este tratado y son el resultado de procesos que no están directamente relacionados con la incorporación de la  Convención a la legislación interna de los países. 

El cuestionario que se presenta a continuación refleja las normas, disposiciones y medidas expresamente previstas en la Convención y el lenguaje utilizado en la misma.  Cada una de las secciones esta presidida por la cita textual de la norma o disposición que le sirven de sustento.

CAPÍTULO PRIMERO. FIRMA Y RATIFICACIÓN
Pregunta 1


(a)
¿Ha adoptado o firmado su país la Convención Interamericana contra la Corrupción?





Sí __X___(pasar a la pregunta 2)
No _____

(b) Indique si se han tomado o se espera adoptar medidas que promuevan la firma de esta Convención y, cuando corresponda, describa esas medidas.

Sí _____


           No _____

(c)
¿Tiene su país impedimentos legales, constitucionales o de otra naturaleza que le impidan o le hayan impedido firmar la Convención Interamericana contra la Corrupción? En caso afirmativo, explicar esos impedimentos.
Sí _____


No _____

Pregunta 2


(a)
¿Ha ratificado su país la Convención Interamericana contra la Corrupción?  Si lo ha hecho, hay o han habido mecanismos o procedimientos internos para impulsar la implementación o cumplimiento de las disposiciones de la Convención? 





Sí __X___
(pasar a la pregunta 3)

No _____

(b)
Indique si se han tomado o si se espera tomar medidas que promuevan la ratificación de esta Convención, y cuando corresponda, describa esas medidas.

Sí _____


No _____

(c)
¿Tiene su país impedimentos legales, constitucionales o de otra naturaleza que le impidan o le hayan impedido ratificar la Convención Interamericana contra la Corrupción? En caso afirmativo, explique esos impedimentos.



Sí _____


No _____

CAPÍTULO SEGUNDO. MEDIDAS PREVENTIVAS

En el artículo III de la Convención los Estados Partes convinieron en considerar, dentro de sus sistemas institucionales, la creación, el mantenimiento y el fortalecimiento, de doce tipos de Medidas Preventivas.  Las siguientes preguntas se refieren a estas medidas.  

SECCIÓN PRIMERA.   ARTÍCULO III, 1, 2 Y 3 - NORMAS DE CONDUCTA

I.
Aspectos Generales
Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:

1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas.  Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones.  Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.  Tales medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la gestión pública.

2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta.
Pregunta 3
(a) ¿Existen en la legislación nacional normas orientadas a prevenir conflictos de intereses de los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones y que estén concebidas para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones?  

Sí __X___

No _____ (Pasar a la pregunta 4)
Si su respuesta es afirmativa, identifique y describa brevemente esas normas y en particular refiérase a los siguientes aspectos: 

· Mecanismos concebidos para hacerlas efectivas

· Medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.

· Sanciones que prevé el derecho interno para quienes incumplan con esa obligación

Respuesta a la pregunta 3

El Gobierno federal de Canadá regula la posible corrupción mediante una combinación de leyes federales, normas parlamentarias y disposiciones administrativas.  Los siguientes instrumentos jurídicos han sido promulgados y contienen disposiciones destinadas a evitar conflictos de intereses, corrupción o apropiación indebida de fondos: el Código Penal de Canadá en las secciones 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126; la Ley de Administración Financiera, en las secciones 79, 80, 81, 82; la Ley de Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros, secciones 3, 4, 5; la Ley del Parlamento de Canadá, sección 16; la Ley de Registro de Grupos de Determinados Intereses, sección 5; la Ley de Elecciones de Canadá, sección 481; la Ley de Implementación del Acuerdo de Libre Comercio entre Canadá y Estados Unidos, sección 13; la Ley del Acuerdo del Banco Europeo de Reconstrucción y Fomento, artículo 32; la Ley del Banco de Desarrollo Comercial de Canadá, secciones 31, 32 y 33; la Ley del Tribunal de Comercio Internacional de Canadá, sección 39; la Ley de la Oficina del Superintendente de Instituciones Financieras, secciones 19, 20, 21; la Ley de Exclusión de Tierras Territoriales, secciones 1 a 3; la Ley de Productos Agrícolas de Canadá, secciones 42, 19; la Ley de Explotación de Petróleo y Gas de Canadá, sección 5; la Ley de Transporte de Canadá, secciones 5 y 10; la Ley de Implementación del Acuerdo Canadá-Newfoundland Atlantic, sección 16; la Ley de Implementación del Acuerdo de Recursos Petrolíficos Costeros Canadá-Nova Escotia, secciones 5, 16; la Ley de Gestión de Recursos del Valle Mackenzie, sección 16; la Ley de Derechos de Autor, sección 66; la Ley de Beneficios Jubilatorios, secciones 6 y 7. (Véase el APÉNDICE A, donde se incluyen estas disposiciones.)


Las leyes de relevancia particular son la Ley del Parlamento de Canadá, el Código Penal de Canadá, la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros, la Ley de Defensa Nacional, la Ley de Administración Financiera y el Código sobre Conflictos de Intereses y posempleo de la administración público.


La Ley del Parlamento de Canadá incluye varias prohibiciones de conflictos de intereses vinculados a los senadores y miembros del Parlamento.  Las Órdenes Ejecutivas de la Cámara de los Comunes y el Reglamento del Senado también contienen disposiciones sobre conflictos de intereses.  Por ejemplo, en la sección 16 de la Ley del Parlamento de Canadá se prohibe que los senadores reciban remuneración por servicios brindados en relación con todo asunto a consideración del Senado o de la Cámara de los Comunes o a los efectos de incidir o intentar incidir en la conducta de un miembro de una de estas cámaras.


El Código Penal de Canadá incluye disposiciones que prohiben el soborno (secciones 119, 120), el fraude contra el Gobierno (sección 121), el fraude o el abuso de confianza en relación con los deberes del cargo (sección 122), la corrupción municipal (sección 123), la venta o compra de cargos (sección 124), la influencia o negociación en designaciones o negociar con cargos (sección 125), el intento deliberado de obstruir, desviar o impedir el curso de la justicia mediante soborno u otros medios de corrupción (sección 139(3)), y el fraude (sección 380).  Ninguna persona que haya sido condenada por un delito pasible de procesamiento por el que haya sido sentenciada a una pena de prisión de dos años o más podrá ocupar un cargo público u otro tipo de empleo público, ni ser electa, actuar o votar como miembro del Parlamento Nacional o provincial.  Sólo será elegible para dicho cargo o empleo la persona que haya cumplido la pena impuesta, o a la que una autoridad competente haya conmutado la pena o haya otorgado el indulto.  Ninguna persona condenada por fraude contra el Estado, por vender o comprar un cargo o por vender productos defectuosos al Estado podrá, tras la condena, suscribir contratos con el gobierno ni recibir beneficio alguno en virtud de un contrato entre el gobierno y otra persona, ni ocupar un cargo del Estado (sección 750).


Además, una serie de disposiciones del Código Penal prohiben los intentos de engañar a otros o inducir a otros a utilizar registros contables inexactos:  la sección 321 define el “documento falso”, la sección 362 define las declaraciones fraudulentas o falsas, la sección 366 define la falsificación, la sección 380 define el fraude y la sección 400 define el falso prospecto.  La posesión de bienes o haberes obtenidos mediante delito (sección 354) y el lavado de bienes o haberes procedentes del delito (sección 462.31) son delitos penales.  En la Parte XII.2 del Código Penal se establecen disposiciones sobre el producto del delito.  Independientemente de dónde se produzca el delito, el producto del mismo puede ser confiscado y requisado en Canadá si el conducto fundamental del delito ha sido cometido en Canadá.


Los miembros de las Fuerzas Canadienses están sujetos a las mismas disposiciones del Código Penal y de la legislación de Canadá y de otras leyes federales, que los civiles.  La Ley de Defensa Nacional también incluye delitos tales como la venta indebida de bienes militares (sección 116) y recibir un beneficio por favorecer a una persona que mantiene negocios con las Fuerzas Canadienses (sección 117).


La Ley de Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros entró en vigor el 14 de febrero de 1999 y penaliza el soborno de funcionarios públicos extranjeros así como la posesión y el lavado de bienes y haberes obtenidos o derivados de dicho soborno, incluidos los bienes y haberes que se encuentren en Canadá a raíz de un acto o una omisión fuera de Canadá que, de haber ocurrido en Canadá, hubiera constituido el delito de soborno a un funcionario público extranjero.  Esos haberes producto del delito pueden ser confiscados o requisados.  La policía puede utilizar grabaciones y otras formas de control electrónico para obtener pruebas en la investigación de estos delitos.


La Ley de Administración Financiera establece delitos específicos para combatir la corrupción y el fraude.  Asimismo, otras leyes federales contienen disposiciones específicas vinculadas a la conducta de los funcionarios públicos que administran las leyes.  Por ejemplo, la Ley de Inmigración prohibe el soborno de los funcionarios y adjudicadores de inmigración.  La Ley de Estadísticas contiene disposiciones específicas relacionadas con el uso indebido de dicha información.


Canadá ha establecido un código de conflicto de intereses y posempleo para los titulares de cargos públicos federales y un código para funcionarios públicos y personal militar.  Estos códigos están destinados a ordenar la conducta de los titulares de los cargos públicos federales y de los funcionarios públicos federales y a mantener y fomentar la confianza del público.  El Código de Conflicto de Intereses y Posempleo para los titulares de cargos públicos se aplica a los ministros y a su personal, a las secretarías parlamentarias y a los funcionarios designados a tiempo completo por el Gobernador, como los adjuntos o subsecretarios y jefes de organismos federales.  El Primer Ministro hizo más estricto este código en junio de 1994.  El mismo es administrado por la Oficina del Asesor de Ética y requiere que los titulares de los cargos públicos actúen con honestidad y se conduzcan con las normas éticas más elevadas de modo de conservar y fomentar la confianza del público en la integridad, objetividad e imparcialidad del gobierno.


El Código de Conflicto de Intereses y Posempleo para el servicio público establece normas de conductas para los funcionarios públicos y es administrado por delegación a los Viceministros de los Departamentos del Gobierno Federal por la Oficina de Valores y Ética de la Secretaría del Directorio del Tesoro.  Además, también existen códigos de conducta departamentales pues Canadá reconoce la conveniencia de establecer normas diferentes para personas que cumplen funciones diferentes.


Muchas de las leyes que crean tribunales administrativos o comisiones especializadas incluyen disposiciones para abordar los conflictos de intereses si surgen dentro de un órgano específico.  Se observará que algunas leyes, como el Código Penal, se aplican a todos los empleados públicos, en tanto que otras fueron creadas para contemplar específicamente cierta actividad, departamento, dirección o tribunal.


Aparte de las disposiciones que específicamente prohiben el soborno, la corrupción o los conflictos de intereses, muchas disposiciones establecen procedimientos para la administración de programas que controlan los fondos o bienes públicos y en tal sentido cumplen una función preventiva.  Las disposiciones federales principales vinculadas al control de la administración de los fondos públicos es la Ley de Administración Financiera.  Esta ley establece claramente los procedimientos que deben seguirse cuando se gastan fondos del Estado, por lo cual se reducen en gran medida las posibilidades de abuso y corrupción.


También corresponde mencionar que el Directorio del Tesoro de Canadá, departamento responsable de la gestión de los recursos humanos y financieros del Estado, ha establecido una serie de políticas, directivas y reglamentos.  Los que se incluyen bajo el título de contralor cubren la mayor parte de las posibilidades en que se manejan o gastan fondos del Estado controlados por empleados públicos. (Apéndice A – Directorio del Tesoro de Canadá, Políticas, Directivas y Reglamentos.)

Aunque ninguna ley exige que los funcionarios del Estado denuncien actos de corrupción de los que tomen conocimiento, el Directorio del Tesoro ha adoptado una política a esos efectos, bajo el título de Política sobre pérdida de fondos e infracción y otros actos ilegales cometidos contra la Corona. (Apéndice A – Política sobre Pérdida de Dinero y Delitos y Otros Actos Ilegales Contra la Corona.)

Esta política fue establecida por el Directorio del Tesoro a fin de asegurar lo siguiente:  que toda pérdida de fondos y toda alegación de infracción o de otro acto ilegal sea denunciada a la autoridad pertinente; que se realicen investigaciones sobre estas cuestiones y que se adopten las medidas necesarias de seguimiento.


En el Apéndice C de la política se establecen en detalle las responsabilidades en lo que se refiere a la denuncia de infracciones.  Los distintos departamentos gubernamentales tienen, entre otras, la responsabilidad de realizar auditorías, establecer procedimientos para proteger los bienes de propiedad del Estado y establecer medidas disciplinarias.  El departamento que emplea a una persona contra la cual se ha formulado una alegación debe señalar este hecho a las autoridades designadas en la política y las directrices.  La Real Policía Montada de Canadá y el Directorio del Tesoro tienen derecho a supervisar el desarrollo de estas actividades mediante informes que tienen derecho a recibir y mediante la investigación que pueden realizar si así lo consideran pertinente.


El Departamento de Justicia brinda asesoramiento jurídico a los departamentos sobre cuestiones vinculadas a las leyes y normas en esta esfera y participaría en la determinación de la necesidad de adoptar nuevas medidas. 

II.
Responsabilidades y normas éticas del personal de entidades públicas
Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:  

[…] 
3.  Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades.

4.
¿Existe en el régimen legal interno o en la práctica administrativa la obligación de instruir al personal de las entidades públicas a fin de asegurar la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades?

Sí __X___

No _____ (Pase a la pregunta 5)
Si su respuesta es afirmativa, identifique la legislación en la cual se apoyan y describa brevemente esas medidas y sistemas,  incluyendo los siguientes aspectos:

· Mecanismos que las hacen efectivas.

· Características principales de los códigos de ética dirigidos a abordar el problema de la corrupción entre los funcionarios gubernamentales o personas que ejercen funciones públicas.  Adjunte copia de los mismos.

Respuesta a la pregunta 4

Existen dos códigos principales que utilizan los gobiernos federales para abordar los conflictos de intereses.  El primero es el Código de Conflictos de Intereses y Posempleo para los titulares de cargos públicos.  La adhesión a este código por parte de Ministros, personal ministerial, Secretarías Parlamentarias y funcionarios designados a tiempo completo por el Gobernador, es condición esencial para ocupar los cargos.  Esa persona debe declarar todo interés privado en un informe confidencial al Asesor de Ética.  La Oficina del Asesor de Ética estimula a los titulares de los cargos públicos a procurar asesoramiento cuando se planteen dilemas éticos en forma continua.  Se mantienen sesiones informativas anualmente con los ministros, en el curso de las cuales se examinan los procedimientos para el cumplimiento de las disposiciones del Código.  La Oficina también brinda asesoramiento y consejo a su personal y a otros titulares de cargos públicos en forma regular y mantiene sesiones informativas con el personal político de los ministros para garantizar que están familiarizados con los requisitos y las salvaguardias necesarias para el cumplimiento de las responsabilidades ministeriales y públicas.


El segundo código es el Código de Conflicto de Intereses y Posempleo para la Administración Pública.  A fin de recalcar la importancia de la integridad personal dentro de la administración pública federal, todos los funcionarios públicos federales, antes o durante la designación para un cargo público federal, deben firmar un documento en el que certifican que han leído y comprendido el Código de Conflictos de Intereses y Posempleo para la Administración Pública y que, como condición para el empleo, observarán dicho Código.  El Código establece principios y procedimientos que todos los empleados públicos deben cumplir, como los siguientes, incluidos en la Parte I, dedicada a los “Principios y Administración”:


6c) los empleados no tendrán intereses privados, aparte de los admitidos en el presente código, que puedan ser afectados particular o sustancialmente por una acción gubernamental en la que participen


6c) los empleados no solicitarán ni aceptarán transferencias de beneficios económicos, aparte de obsequios menores, atenciones sociales y demás beneficios de valor nominal, a menos que la transferencia se realice mediante un contrato ejecutable.


Además de las medidas existentes en el Código, el subjefe del departamento puede, con la aprobación del Directorio del Tesoro, agregar procedimientos y directrices complementarias:  “respecto de los conflictos de intereses y situaciones posempleo peculiares de las responsabilidades singulares y especiales del departamento”, y “reflejando todo requisito especial en relación con la conducta o los intereses del empleado contenidos en leyes que rijan las operaciones del departamento”.


Por lo tanto, los empleados cumplen con el Código de Conflicto de Intereses y Posempleo para la Administración Pública de la siguiente manera:  evitar o abandonar actividades o situaciones que colocarían al empleado en un conflicto real, potencial o aparente de intereses en relación con sus deberes y responsabilidades oficiales; la presentación de un informe confidencial por escrito en el que declaren si poseen un bien, han recibido un regalo o participan en un empleo o actividad externa que pudiera entrar en conflicto con sus responsabilidades oficiales; o la enajenación cuando la perpetuación de la propiedad constituiría un conflicto real o potencial de intereses con las obligaciones y responsabilidades específicas oficiales del empleado.  Anualmente, todos los funcionarios públicos deben examinar sus activos, pasivos y actividades externas y declarar todo cambio que pueda plantear un conflicto entre sus intereses privados y sus responsabilidades oficiales.


Los principios de ambos códigos tienen el propósito de orientar a los funcionarios públicos y subrayar las elevadas normas que los canadienses esperan de los funcionarios públicos.  Los dos primeros principios marcan el tono de comportamiento ético.  El primero es que los titulares de cargos públicos actúen con honestidad y mantengan elevadas normas éticas para que se conserve y fomente la confianza del público en la integridad, objetividad e imparcialidad del gobierno.  El segundo principio establece que los titulares de cargos públicos tienen obligación, no simplemente de observar la ley, sino de actuar en calidad oficial y personal de manera tal que permita el más estrecho escrutinio de la ciudadanía.  Otro principio exige que el titular de un cargo público ordene sus asuntos particulares de manera de evitar que se planteen conflictos de intereses reales, potenciales o aparentes.  Si se prevén o se plantean realmente conflictos, se espera que el titular del cargo resuelva las cuestiones éticas a favor del interés público.


Otros principios exigen que el titular de un cargo público adopte decisiones en interés de la ciudadanía con respecto a los méritos de cada caso; que tenga únicamente intereses particulares que no se vean afectados particular o sustancialmente por acciones del gobierno en las que participe; que se abstenga de solicitar o aceptar regalos u otras cortesías; que se abstenga de apartarse de sus funciones oficiales para otorgar tratamientos preferenciales; que evite aprovechar información en general no disponible para la ciudadanía; que utilice los bienes del Estado sólo para actividades oficialmente aprobadas y se abstenga de aprovechar indebidamente el cargo después de abandonar la función pública.


Las normas de estos códigos se basan en prevenir y evitar el conflicto de intereses y el proceso se inicia con una divulgación confidencial de información sobre activos, pasivos y actividades externas.  Para el Ejecutivo, la revelación de esta información en virtud del Código de Conflicto Intereses y Posempleo para los Titulares de Cargos Públicos es obligatoria.  De acuerdo con el Código de Conflicto de Intereses y Posempleo para la Administración Pública de Canadá, los funcionarios públicos son responsables de informar de toda situación que pudiera plantear un conflicto de intereses.  Esta disposición se encuentra en la Parte II, artículo 2, donde se establece que el nuevo funcionario público debe preparar un informe confidencial dentro de los sesenta (60) días de su designación.  En este informe se deben enumerar los activos y los pasivos directos o contingentes que puedan plantear conflictos de intereses con respecto a los deberes y responsabilidades oficiales del empleado.


Los activos eximidos del cumplimiento de medidas y que puedan seguir siendo administrados por la persona, incluyen la residencia, los enseres del hogar y los activos financieros personales, como cuentas bancarias, bonos del Estado y los fondos jubilatorios.  Los activos que no plantearían un conflicto de intereses, como la propiedad de intereses en un negocio familiar que no suscribe contratos con el gobierno federal, establecimientos agrícolas operados comercialmente o bienes en arrendamiento, deben ser públicamente declarados.


El comercio en compañías por acciones que cotizan en la bolsa o en futuros, productos básicos y moneda extranjera está prohibido, independientemente de que el valor de estas inversiones pueda ser afectado por decisiones del gobierno.  Todos esos activos deben ser vendidos o colocados en un fideicomiso de composición desconocida para el beneficiario y gestionado independientemente.  En este tipo de fideicomiso, el funcionario público titular de los activos puede recibir información sobre el valor total de los activos colocados, pero no sobre la composición detallada de esos activos.  De esta manera, el titular del cargo público no corre el riesgo de ser influenciado en las decisiones por el conocimiento acerca de sus tenencias.


También existen limitaciones a las actividades externas.  Los titulares de cargos públicos no pueden actuar en la práctica de una profesión, no pueden administrar u operar activamente un negocio o actividad comercial, no pueden ocupar ni aceptar cargos en directorios ni en empresas, tampoco pueden ocupar cargos sindicales o en colegios profesionales ni actuar como consultor remunerado.  Estas prohibiciones son fundamentales para evitar posibles conflictos de intereses y también indican claramente la lealtad primordial del titular del cargo, que no es para con un interés externo, sino para con el interés público.


Las disposiciones del código también especifican las circunstancias en que se puede aceptar regalos, atenciones sociales u otros beneficios.  Los regalos recibidos de miembros familiares y amigos personales cercanos son, por supuesto, aceptables y no tienen que ser revelados.  Todos los regalos con un valor de US$200 o más derivados de una actividad o evento en el que haya participado el titular del cargo público en su condición oficial debe ser revelado al Asesor de Ética y declarado públicamente.


Las normas también establecen las medidas aplicables a los titulares de cargos públicos al dejar el cargo.  Los funcionarios no pueden cambiar de parte y actuar en nombre de terceros respecto a un asunto en curso en el que haya representado o asesorado al gobierno, ni pueden aprovechar información obtenida en el curso de su desempeño si esta información no está públicamente disponible.  También existe un período intermedio de un año (dos años para los ministros) para aceptar un cargo en una organización con la que tuvieran trato directo y sustancial oficial durante el último año en que ocuparon el cargo público.  Asimismo, no pueden mantener representaciones ante su antiguo departamento ni en otros organismos en nombre de terceros con los que hayan tenido oficial directo y sustancial durante el último año en que ocuparon el cargo.


El público puede buscar directamente desde sus propias computadoras, por el nombre del titular del cargo público, para ver si se ha creado para una determinada persona un fideicomiso del cual el beneficiario desconoce la composición; qué activos declarables posee el titular del cargo público, tales como establecimientos agrícolas de operación comercial o bienes arrendados que posee con fines de inversión; la dirección anterior y actual o los cargos ocupados anteriormente y que ocupa, y una lista de los regalos recibidos durante la titularidad del cargo.  Las políticas del Directorio del Tesoro son distribuidas entre los funcionarios públicos responsables de la negociación y contratación.  Por ejemplo, la política sobre contratación reafirma la obligación de cada empleado público de respetar la ley, incluido el Código Penal.  La política especifica las normas que deben ser seguidas cuando se contrata con una entidad externa.  La política sobre llamados a licitación elaborada por el Departamento de Obras Públicas, establece la política para la evaluación de cotizaciones.  Asimismo, especifica la política que se debe seguir si un  agente de Obras Públicas tiene sospechas de colusión en el proceso de las licitaciones.  El agente debe informar a los servicios legales del departamento.  A este respecto, el Departamento de Justicia también establece un proceso para brindar opiniones jurídicas al Departamento de Obras Públicas. 

SECCIÓN SEGUNDA.  ARTÍCULO III, 4 - SISTEMAS DE DECLARACIÓN DE INGRESOS

Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: […]


4.
Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda.

5.
¿Existe en la legislación nacional disposiciones que obliguen a quienes desempeñan funciones públicas, en los cargos que establezca la ley, a declarar sus ingresos, activos y pasivos?

Sí __X___

No _____ (pasar a la pregunta 6)

Si su respuesta es afirmativa, enuncie la legislación que las establece y describa brevemente las principales características de esas disposiciones, incluyendo los siguientes aspectos:

· Obligación de dar publicidad a estas declaraciones.

· Existen o no excepciones a las disposiciones que requieren que se declaren los ingresos, activos y pasivos

· Existen disposiciones que requieran declarar los ingresos, activos y pasivos, de familiares (por ejemplo, cónyuge, hijos etc.)

· Descripción de las sanciones previstas para quienes incumplan esta obligación* 

Respuesta a la pregunta 5

El Código de Conflictos de Intereses y Posempleo para los Titulares de Cargos Públicos, básicamente establece normas para cuatro categorías:  activos y pasivos, actividades externas, regalos y atenciones sociales y disposiciones posempleo.  La divulgación es obligatoria para los Ministros, para su personal, para la Secretarías Parlamentarias y para los designados a tiempo completo por el Gobernador, como los adjuntos y jefes de organismos gubernamentales federales.  Si bien la divulgación es también obligatoria para los cónyuges de los Ministros, la información que se suministra al Asesor de Ética sólo se utiliza para un óptimo asesoramiento al Ejecutivo a efectos de evitar posibles conflictos.  El incumplimiento de las medidas puede ser objeto de un acción de parte del Primer Ministro que incluye, según sea aplicable, la exoneración o la terminación de la designación.


Los funcionarios públicos pueden cumplir con el Código de Conflicto de Intereses y Posempleo para la Administración Pública de Canadá completando y presentando al funcionario pertinente de su departamento u organismo una divulgación de sus intereses particulares cuando dicha situación pudiera dar lugar a un conflicto con sus responsabilidades oficiales.  El incumplimiento de las medidas puede ser objeto de la acción disciplinaria correspondiente.


Como se señaló en la respuesta a la pregunta 4, este código incluye disposiciones que exigen que todo empleado público remita un informe confidencial.  El informe en realidad consiste en una declaración escrita que se suministra al funcionario pertinente en el que se indica la propiedad de todo activo y los pasivos directos o contingentes que pudieren dar lugar a conflictos de intereses con respecto a las funciones oficiales del empleado.  Los activos que son para uso privado del funcionario o de su familia y los activos que no tienen carácter comercial están eximidos y no deben ser declarados.  La aceptación de un regalo, de atenciones sociales o de otro beneficio, o la participación en un empleo o actividad externa que pueda plantear un conflicto, también debe ser divulgada.  Las obligaciones mencionadas están establecidas en la política del Directorio del Tesoro y no por ley.  La remuneración del empleado público se basa en un complejo sistema de clasificaciones.  La escala salarial de cada categoría de empleado es de carácter público.  No existen disposiciones que exijan la declaración del ingreso, el activo y el pasivo de los familiares de los empleados públicos.


En las diez provincias y los tres territorios de Canadá, en general existen normas de conducta similares en forma de legislación o directrices para los empleados públicos, electivos y designados.

SECCIÓN TERCERA.  ARTÍCULO III, 5 - CONTRATACIÓN PÚBLICA  Y ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:    […]

5.  Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas.

6.
(a)
¿Contempla la legislación nacional normas para la contratación de funcionarios públicos que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia en esas contrataciones?




Sí __X___

No _____ (pasar a la pregunta 7)

Si su repuesta es afirmativa, señale la legislación que las establece* y describa brevemente esas normas, incluyendo los siguientes aspectos:

-
Concurso de méritos como procedimiento para el ingreso a la función pública.



-
Carrera administrativa. 



-
Política de promociones y ascensos.

-
Sanciones aplicables a los servidores públicos que violen o ignoren los procedimientos establecidos en la contratación pública.

Respuesta a la pregunta 6 (a)


El mérito es el principio fundamental consagrado en la Ley de Empleo de la Administración Pública (“PSEA”) y en el Reglamento de Empleo para la Administración Pública.  Esta legislación contiene los principios y condiciones que rigen la contratación externa y la selección y el ascenso internos en la Administración Pública de Canadá.  La Ley también otorga a las personas un recurso en relación con las decisiones sobre el empleo para garantizar que las mismas se basen en el mérito.  La PSEA refuerza los valores y principios intrínsecos en el proceso de dotación de personal, que tienen el propósito de:


-
salvaguardar, proteger y fomentar la integridad de la Administración Pública de Canadá;


-
mantener y preservar una Administración Pública altamente competente y calificada; y


-
garantizar que la Administración Pública no tiene sesgo político y está libre de discriminación y que sus integrantes son representativos de la sociedad canadiense.


La Comisión de Administración Pública es directamente responsable ante el Parlamento canadiense, y no ante el gobierno, de la administración de la PSEA.  La Comisión puede delegar muchas de sus facultades a adjuntos de departamentos que no son funcionarios electivos.  Estos subjefes o adjuntos de departamento son responsables de garantizar que las facultades que se le han delegado y que a su vez subdelegan a los administradores sectoriales o a los profesionales de recursos humanos, se cumplen de acuerdo con las condiciones que respaldan y reflejan el mérito y los valores y principios señalados.  Esto se realiza a través de un acuerdo de delegación y rendición de cuentas en materia de dotación de personal, firmado por la Comisión y los subjefes o adjuntos.  La Comisión informa al Parlamento anualmente acerca de sus numerosas actividades en el marco de la PSEA, incluyendo la delegación y la eliminación de las facultades en materia de dotación de personal.


La Comisión asiste a los subjefes o adjuntos en el cumplimiento de sus responsabilidades y sus obligaciones a través de una serie de medidas de política administrativa y operativa que incluyen, por ejemplo, la contratación externa, el empleo para estudiantes y las referencias del programa de igualdad de empleo, etc.  De esta manera, tienen acceso a oportunidades de empleo en la Administración Pública federal una amplia gama de ciudadanos, habitualmente mediante concurso.  Sea que la selección se realiza en forma competitiva o no competitiva, las designaciones se basan en el mérito, al igual que los ascenso en el escalafón.  A continuación figuran disposiciones particularmente pertinentes de la Ley de Empleo en la Administración Pública:


Ley de Empleo en la Administración Pública


s. 6 – delegación de autoridad y revocación de designaciones


s. 7.1 – permite que la Comisión de la Administración Pública realice investigaciones y auditorías sobre toda cuestión bajo su jurisdicción


s. 7.5 – la Comisión puede impartir medidas correctivas en relación con deficiencias detectadas en las investigaciones y auditorías


s. 10 – las designaciones se basan en el mérito


s. 12 – no discriminación


s. 13 – permite que los departamento establezcan un área de selección en la que los candidatos deben recibir o estar empleados para ser elegibles para la designación


s. 19 – otorgamiento de preferencias a personas que residen en las zonas servida por la oficina local


s. 21 – derecho de apelación


s. 33 – política sobre lealtades partidarias


s. 34.3, 34.4, 34.5 – derecho de los empleados a reclamar en relación con su destino y referencia de su reclamación a la Comisión de Administración Pública si no está satisfecho con la respuesta a nivel del departamento


s. 42-45 – establece como delito penal sancionable por juicio sumario el fraude, la falsificación y el suministro o la obtención ilegal de material de evaluación.


Reglamento del Empleo en la Administración Pública


La Comisión de Administración Pública tiene amplias y directas facultades en la reglamentación del empleo público para dar cumplimiento efectivo a toda disposición de la Ley.  Creada por la Comisión de acuerdo con la sección 35 de la PSEA, el Reglamento establece los requisitos administrativos y procesales vinculados a la administración de los méritos, la equidad y el recurso en el empleo, entre otras cuestiones.


En las direcciones de Internet que figuran a continuación se pueden obtener copias de la Ley de Empleo en la Administración Pública y del Reglamento pertinente:


http://www.psc-cfp.gc.ca/spb/index_e.htm 


http://www.psc-cfp.gc.ca/spb/pser-refp/index_e.htm 

(b)
¿Contempla la legislación nacional normas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales contrataciones?

Sí __X___

No _____

Si su repuesta es afirmativa, identifique y describa brevemente esas normas, incluyendo los siguientes aspectos:

-
Principios que fundamentan el procedimiento de contratación administrativa previsto en la legislación nacional (Ej. eficiencia, igualdad y libre competencia, equidad y publicidad) 

-
Forma en que la legislación nacional incorpora y aplica los principios anteriores. 

-
Principales características de la licitación pública como procedimiento de contratación.  


Respuesta a la pregunta 6 (b)


El marco de política de adquisiciones del Estado en Canadá se encuentra en:  Reglamento de contratos del Estado, Política de Contratos del Directorio del Tesoro, Tratado de Libre Comercio de América del Norte, Acuerdo de la Organización Mundial de Comercio sobre Adquisiciones del Gobierno y Acuerdo sobre Comercio Interno.  Estos instrumentos están disponibles en el sitio del Directorio del Tesoro en la red: www.tbs-sct_gc.ca 



La facultad de establecer la política de adquisiciones recae en el Directorio del Tesoro.  El Directorio tiene facultades para formular la política de acuerdo con las secciones 7 y 41(1) de la Ley de Administración Financiera.  La Ley exige que los departamentos y organismos cumplan todas las políticas y directrices establecidas por el Directorio del Tesoro.



El objetivo de las compras del gobierno, definidas en la política de contratos del Directorio del Tesoro es adquirir bienes y contratar servicios y realizar construcciones de manera de fomentar el acceso, la competencia y la equidad y de obtener los mejores resultados o, según corresponda, el equilibrio óptimo entre los beneficios generales para la Corona y el pueblo canadiense.



El Reglamento de Contratos del Estado (GCR) exige que las autoridades contratantes llamen a licitación antes de suscribir un contrato.  Sin embargo, existen situaciones en que no es posible o práctico obtener ofertas.  De manera que el GCR permite cuatro excepciones principales a los llamados a licitación:



-
En casos de emergencia



-
Por contratos de menos de US$25.000



-
Cuando no sea de interés público el pedido de ofertas; y



-
Cuando existe un único proveedor capaz de realizar el trabajo.

SECCIÓN CUARTA.  ARTÍCULO III, 6 - RECAUDACIÓN Y SISTEMAS DE CONTROL DE  INGRESOS PÚBLICOS

Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: 

[…]  6.
Sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del Estado, que impidan la corrupción.

7.
¿Define y describe la legislación nacional sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del Estado que impidan la corrupción?

Sí __X___

No _____ (pasar a la pregunta 8)

Si su respuesta es afirmativa, enuncie la legislación que los establece y describa esos sistemas, incluyendo los mecanismos previstos en esas normas que aseguran la recaudación y el control de los ingresos del Estado que impidan la corrupción.   


Respuesta a la pregunta 7

En la sección 67.5 de la Ley de Impuestos sobre la Renta se prohibe toda deducción respecto de pagos ilegales realizados por funcionarios gubernamentales de Canadá, por funcionarios que participan en la administración de justicia de Canadá, por personas que actúen como agentes o empleados y personas responsables del cobro de tarifas.  Las deducciones de dichos pagos están prohibidas en los casos en que el pago se realice para inducir o intentar inducir a quien lo recibe a incumplir su deber y si el pago se efectúa con el propósito de realizar un acto que constituya un delito de acuerdo con las secciones 119 a 121, 123 a 125, 393 y 426 del Código Penal, en lo que se relaciones con un delito descrito en alguna de esas secciones.  También están prohibidas las deducciones cuando el pago se haya hecho en fomento de un complot para cometer un delito previsto en alguna de las secciones o un complot en Canadá para cometer un delito semejante contra la ley de otro país.


En la Subsección 67.5(2) de la Ley de Impuestos sobre la Renta se faculta al Ministro de la Renta Nacional para reevaluar los años impositivos a fin de dar efecto a la no deductibilidad de pagos ilegales sin tener en cuenta los plazos normales para la reevaluación.  Por lo tanto, si una persona ha sido condenada en virtud de alguna de las secciones anteriores del Código Penal, esa persona podrá ser reevaluada sin que rijan los plazos normales para la reevaluación.


Ley de Impuestos sobre la Renta


Subsección 67.5(1) No deductibilidad de pagos ilegales


Al computar el ingreso, no se realizará ninguna deducción respecto de un desembolso o gasto incurrido con el propósito de cometer un acto considerado delito en virtud de la sección 3 de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros en virtud de alguna de las secciones 119 a 121, 193 a 125, 393 y 426 del Código Penal, o un delito en virtud de la sección 465 del Código Penal en lo que se refiere a un delito descrito en alguna de esas secciones.


Subsección 67.5(2) Reevaluaciones


Pese a lo dispuesto en las subsecciones 152(4) a (5), el Ministro puede realizar las evaluaciones, reevaluaciones y valoraciones adicionales de los impuestos, intereses y sanciones y las determinaciones y redeterminaciones que sean necesarias para dar efecto a la subsección (1) en cualquier año fiscal.

SECCIÓN QUINTA.  ARTÍCULO III, 7 - NEGACIÓN DE BENEFICIOS TRIBUTARIOS

Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: […]

7.
Leyes que eliminen los beneficios tributarios a cualquier persona o sociedad que efectúe asignaciones en violación de la legislación contra la corrupción de los Estados Partes.


8.
Describa la forma en que la legislación tributaria nacional vigente niega los beneficios tributarios a las asignaciones que realice cualquier persona o sociedad en violación de la legislación contra la corrupción de los Estados Partes e identifique esta normativa.  En particular, refiérase a los siguientes aspectos:



-
Necesidad de reportar las transacciones anteriores.
-
Procedimientos o mecanismos que faciliten la investigación de dichas asignaciones.

-
Sanciones previstas contra quienes incumplan con los procedimientos de investigación.

Respuesta a la pregunta 8

Legislación

La legislación impositiva nacional está promulgada en la Ley de Impuestos sobre la Renta.  La no deductibilidad de pagos ilegales está prevista en la subsección 67.5(1).


Al computar el ingreso, no se realizará ninguna deducción respecto de un desembolso o gasto incurrido con el propósito de cometer un acto considerado delito en virtud de la sección 3 de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros en virtud de alguna de las secciones 119 a 121, 193 a 125, 393 y 426 del Código Penal, o un delito en virtud de la sección 465 del Código Penal en lo que se refiere a un delito descrito en alguna de esas secciones.


Subsección 67.5(2) Reevaluaciones


Pese a lo dispuesto en las subsecciones 152(4) a (5), el Ministro puede realizar las evaluaciones, reevaluaciones y valoraciones adicionales de los impuestos, intereses y sanciones y las determinaciones y redeterminaciones que sean necesarias para dar efecto a la subsección (1) en cualquier año fiscal.


Descripción general de la Ley impositiva nacional

La sección 61.5 de la Ley de Impuestos sobre la Renta prohibe la deducción de ciertos pagos ilegales, incluidos el soborno a funcionarios extranjeros, dentro del significado de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros.


El Organismo de Aduanas e Ingresos de Canadá denegará toda deducción vinculada a un pago ilegal realizado o incurrido por una persona que haya sido condenada en virtud de alguna de las secciones siguientes del Código Penal, 119 a 121, 123 a 125, 393 y 426, en lo que se refiere a un delito descrito en alguna de esas secciones.


Deductibilidad de impuestos cuando existe una condena


El Organismo de Aduanas e Ingresos de Canadá denegará toda reducción en relación con el pago ilegal efectuado o incurrido por una persona que haya sido condenada en virtud de la sección 3 de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros o en virtud de alguna de las secciones 119 a 121 (soborno de funcionarios canadienses y fraude contra el gobierno), 123 a 125 (corrupción municipal y venta o influencia en designaciones) 426 (comisiones secretas de un agente) del Código Penal, en lo que se relacione con un delito descrito en alguna de esas secciones.


La subsección 67.5(2) de la Ley de Impuestos sobre la Renta faculta al Ministro de Ingresos Nacionales para reevaluar los años impositivos a fin de dar efecto a la no deductibilidad de pagos ilegales independientemente de los plazos normales para la reevaluación.  Por lo tanto, si una persona ha sido condenada en virtud de alguna de las secciones mencionadas de las leyes pertinentes, el Organismo de Aduanas e Ingresos del Canadá podrá reevaluar a esa persona sin respetar los plazos normales para la reevaluación.


Deductibilidad de impuestos cuando no existe condena

Si el Organismo de Aduanas e Ingresos de Canadá decide reevaluar a una persona que no ha sido condenada en virtud de las secciones mencionadas de las leyes pertinentes y si el Ministro de Ingresos Nacionales, en su evaluación, entiende que se ha cometido un acto ilícito, la carga de la prueba recae sobre la persona para establecer que, contrariamente a la hipótesis y comprensión del Ministro, no se ha cometido un acto ilícito.  El carácter de la prueba será el de la mayor probabilidad.


Necesidad de declarar la transacción indicada

En Canadá, los contribuyentes están obligados a declarar su propio ingreso de acuerdo con un sistema de autoevaluación, incluida la no reclamación de deducciones.


Procedimientos o mecanismos que facilitan la investigación
Generalmente, a través de los procedimientos normales emprendidos en el curso de una auditoría periódica, el Organismo de Aduanas e Ingresos de Canadá identificaría los pagos ilegales.

Sanciones contra personas que no cumplen con los procedimientos de investigación
Los contribuyentes que no cumplen con las disposiciones de la Ley de Impuestos sobre la Renta en relación con los procedimientos de investigación están sujetas a proceso penal y se hacen pasibles de multas y/o penas de penitenciaría sustanciales.

SECCIÓN SEXTA.  ARTÍCULO III, 8 - PROTECCIÓN A DENUNCIANTES

Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: 

[…]  8.
Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno.

9.
¿Existen en la legislación nacional sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción?

Sí __X___

No _____ (pasar a la pregunta 10)

Si su respuesta es afirmativa, identifique esa normativa* y describa esos sistemas, incluyendo  los siguientes aspectos:

-
Medidas de protección previstas en la legislación nacional para la protección de los denunciantes (Por ejemplo, protección física y laboral, como por ejemplo medidas tales como  represalias o despido). 

-
Normas constitucionales y principios fundamentales del ordenamiento jurídico a los que deben adecuarse estos sistemas. 


Respuesta a la pregunta 9

La Ley del Programa de Protección de Testigos de Canadá atiende las necesidades de los servicios policiales y de posibles testigos y fuentes de información que requieren protección.

SECCIÓN SÉPTIMA.  ARTÍCULO III, 9 - ORGANOS DE CONTROL SUPERIOR

Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: […]

9.
Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas.

10.
Describa cuáles son los órganos de control superior que desarrollan mecanismos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas, incluyendo los siguientes aspectos:

-
Nombre y principales características de estos órganos en términos de su autonomía técnica.


-
Respecto a su máxima autoridad indique:



(
Si éstos son nombrados o elegidos.



(
Procedimiento de nombramiento.



(
Nombre de la autoridad que realiza esta elección o nombramiento. 



(
Período de nombramiento o elección.


Respuesta a la pregunta 10

Organos de supervisión


1.
La Oficina de Valores y Ética de la Secretaría del Directorio del Tesoro administra el Código de Conflicto de Intereses y Posempleo para la Administración Pública a través de la autoridad delegada al subjefe de cada departamento federal.


2.
La Oficina del Auditor General de Canadá fomenta la rendición de cuentas y las mejores prácticas en la operativa gubernamental.  El Auditor General, que es independiente del gobierno de turno, conduce auditorías y exámenes independientes de las operaciones gubernamentales y luego informa al parlamento con material objetivo que ayuda al mismo a examinar las actividades gubernamentales y a responsabilizar al gobierno por la conducción de las finanzas públicas.  La auditoría incluye la verificación de los estados financieros del gobierno; la verificación de que los fondos públicos hayan sido gastados por funcionarios autorizados para ello y si fueron gastados de acuerdo con la ley, y evaluar el desempeño del gobierno en la administración de las arcas del Estado.



El Auditor General no tiene autoridad para imponer ninguna sanción o pena ni para adoptar ninguna otra forma de acción disciplinaria.  En tal sentido, sus acciones, en lo que se refiere a actos de corrupción, contribuyen básicamente a su detección y prevención.  La información que recoge es compartida con el Parlamento y luego divulgada públicamente.  Mediante sus investigaciones de la administración de los fondos del Estado y la posterior divulgación de información ayuda a fomentar una mayor transparencia y rendición de cuentas en la administración pública.



Las designaciones para el cargo de Auditor General de Canadá son estudiadas por una comisión que posteriormente formula recomendaciones al Gobernador.  En última instancia, el Gobernador en Consejo (el Primer Ministro y sus Ministros), realiza la designación.  Esta se efectúa por un mandato de diez (10) años.  (Apéndice C – Ley del Auditor General.)

3.
La Comisión de la Administración Pública, en virtud de la Ley de Empleo en Administración Pública, tiene la responsabilidad de garantizar que se respete el principio del mérito en las designaciones para la Administración Pública, en un empeño por eliminar la injerencia política y garantizar la designación de funcionarios públicos competentes, sin sesgo político y representativos.


4.
El Funcionario Electoral Principal, de acuerdo con la Ley de Elecciones de Canadá, tiene la responsabilidad de los gastos de la campaña electoral.


5.
Procurador General de Canadá.  Históricamente, la función pública del Procurador General se basa en la tradición y la ley.  El Procurador General de Canadá tiene derecho legal a brindar asesoramiento jurídico a organismos investigadores sobre las consecuencias penales de las investigaciones y los procesamientos.  Para determinar qué casos se procesan, el Procurador General (habitualmente por consejo de la Corona) ejerce una amplia discrecionalidad en el interés público.  Esa discrecionalidad, basada en la tradición y en el derecho consuetudinario, debe excluir las opiniones con sesgo político por las consecuencias para el Procurador General o para los colegas de gabinete.


6.
Oficina del Asesor de Ética.  De acuerdo con la dirección general del Secretario del Consejo Privado, el Asesor de Ética es responsable de administrar el Código de Conflicto de Intereses y Posempleo para los Titulares de Cargos Públicos.  El Asesor de Ética también es responsable de la administración de la Ley de Registro de Grupos Promotores de Intereses Determinados y del Código de Conducta de estos grupos.  La Oficina del Asesor de Ética habitualmente brinda asesoramiento sobre cuestiones éticas a los titulares de cargos públicos federales, a los departamentos y organismos federales y provinciales, a gobiernos extranjeros y a organizaciones privadas.


7.
El Procurador General Adjunto de Canadá, de acuerdo con su función principal federal policial y correccional, reconoce los efectos adversos que pueden plantearse de la participación de funcionarios policiales y correccionales en prácticas de corrupción, por lo cual ha instituido una serie de medidas para combatir el comportamiento corrupto que involucre a funcionarios públicos.  Estas medidas incluyen las siguientes:


a.
Oficina del Asesor de Ética de la Real Policía Montada de Canadá.  En abril de 1996, el Comisionado de la Real Policía Montada de Canadá estableció una oficina del Asesor de Ética dentro de la Fuerza.  La función del Asesor de Ética es actuar en contacto con todos los empleados para garantizar que en su comportamiento cotidiano mantienen los valores fundamentales.  Esto incluye documentos y definiciones de los valores básicos de la Real Policía Montada de Canadá, a saber, la rendición de cuentas, la integridad, honestidad, profesionalismo, compasión y respeto.



El Asesor de Ética es designado por el Comisionado de la Real Policía Montada de Canadá como defensor de las mejores prácticas, y elemento fundamental en una organización en aprendizaje continuo.  El Asesor las relaciona y garantiza la congruencia entre los valores fundamentales y el código de conducta.  El mandato específico del Asesor de Ética es:  (i) fomentar la “operacionalización” de la misión, visión, valores y compromisos declarados de la Real Policía Montada de Canadá, y (ii) facilitar y defender la internalización de los valores básicos declarados de la Real Policía Montada de Canadá:  rendición de cuentas, integridad, honestidad, profesionalismo, compasión y respeto, para que se transformen en principios dinámicos de la conducta cotidiana de todos los empleados de la Fuerza


b.
Comisión de Reclamaciones Públicas de la Real Policía Montada de Canadá.  La Comisión de Reclamaciones Públicas de la RPMC es un organismo federal que recibe y examina denuncias del público sobre la conducta, en el cumplimiento de todo deber o función en virtud de la Ley de la RPMC, de todo miembro o persona empleada bajo la autoridad de la Ley de la RPMC.  No forma parte de la RPMC.  Su mandato está establecido en las partes VI a VII de la Ley de la RPMC.  La Comisión no forma parte de la RPMC y opera independientemente del gobierno federal.  Tiene facultades para realizar audiencias especiales e investigaciones en interés del público, a su discreción, y tiene las facultades habituales de una dirección de investigaciones para citar a testigos y exigir la presentación de documentos.



Sus tareas principales son recibir denuncias del público, examinar el trámite a las denuncias presentadas a la RPMC cuando así lo solicitan los denunciantes que no están satisfechos con el trámite que la RPMC ha dado a sus denuncias, y realizar investigaciones y celebrar audiencias.



La Comisión tiene el propósito de garantizar que todo ciudadano pueda expresar su quejas acerca del comportamiento de algún miembro de la Real Policía Montada de Canadá en el cumplimiento de sus funciones.  Es tarea de la Comisión garantizar que esas denuncias sean examinadas cabal, justa e imparcialmente, y dentro de plazos razonables.  La Comisión presenta un informe anual al Parlamento en el que suministra un panorama general de las funciones, responsabilidades e integración de la Comisión, así como sobre las actividades durante el año transcurrido.  Se ofrece un resumen de los casos y las recomendaciones, aparte de un examen de las tendencias anuales y observaciones, así como una mirada al futuro en las prioridades de la Comisión para el año siguiente.



Desde su establecimiento en 30 de septiembre de 1988, la Comisión ha recibido más de diez mil denuncias.  La Comisión ofrece números telefónicos gratuitos para recibir las denuncias.  Actualmente está celebrando una audiencia de interés público y está llevando a cabo dos investigaciones de interés público, aparte de varios cientos de estudios documentales.  La RPMC acepta más del 80% de las conclusiones y recomendaciones de la Comisión.


c.
Comité de Examen Externo de la RPMC.  Creado a comienzos de 1987, el Comité de Examen Externo (ERC) de la RPMC era uno de los dos tribunales creados como órganos de supervisión civil de la Real Policía Montada de Canadá.  Como se señaló, el otro órgano era la Comisión de Reclamaciones Públicas de la RPMC.  El Comité de Examen Externo es un tribunal independiente creado en virtud de la sección 25(1) de la Ley de la RPMC.  Su mandato legal es formular recomendaciones al Comisionado de la RPMC en relación con quejas de segundo nivel, apelaciones contra medidas disciplinarias impuestas por instancias de adjudicación y apelaciones de exoneraciones y decisiones de disminución de jerarquías.  Si el Comisionado no acepta las recomendaciones de la Comisión, debe aportar razones.  De acuerdo con la Ley de la RPMC, el Comisionado de la RPMC refiere todas las apelaciones de medidas disciplinarias y todas las apelaciones de exoneración o disminución de jerarquía a la Comisión, a menos que el miembro de la RPMC solicite que la materia no sea remitida.  Además, de acuerdo con la sección 33 de la Ley de la RPMC, el Comisionado de la RPMC refiere ciertos tipos de reivindicaciones a la Comisión, de acuerdo con el reglamento establecido por el Gobernador en Consejo.  La sección 36 del Reglamento de la RPMC específica las reivindicaciones que el Comisionado de la RPMC debe referir a la Comisión, incluyendo las reivindicaciones vinculadas a la interpretación y aplicación por la Fuerza de las políticas gubernamentales que se aplican a los departamentos del gobierno y que se ha dispuesto los miembros apliquen.



El actual Vicepresidente y Presidente en ejercicio ha ocupado estos cargos desde julio de 1998.  La razón de que el cargo de Presidente haya estado vacante desde 1992 es que se determinó que no existía ya la necesidad de un presidente a tiempo completo.  El proyecto de ley introducido en 1996 (Proyecto de Ley C-49) al Parlamento de Canadá habría eliminado el requisito, en la sección 25 de la Ley de la RPMC, de que se designe un presidente a tiempo completo.  Sin embargo, el proyecto no fue aprobado y no fue vuelto a presentar en el período actual del Parlamento.  Actualmente, la Comisión actúa con un único miembro, el Vicepresidente, que está autorizado por el Procurador General Adjunto de Canadá (de acuerdo con la subsección 26(2) de la Ley de la RPMC) a cumplir las funciones de Presidente.  El examen de casos y el apoyo administrativo están a cargo de cinco funcionarios que son supervisados por la Presidencia a través del Director Ejecutivo.  Al igual que la Comisión de Reclamaciones Públicas, esta Comisión informa anualmente al Parlamento de Canadá.  La Comisión de Examen Externo recibe asistencia, a través de servicios tales como recursos humanos y control financiero, del Ministerio del Procurador General Adjunto de Canadá y de la Comisión de Reivindicaciones Públicas.


d.
Comisión de Examen de Inteligencia de Seguridad.  En enero de 1984 se aprobó el Proyecto de Ley C-9, con el que se procuraba establecer el Servicio de Inteligencia de Seguridad Canadiense (CSIS).  El 30 de noviembre de 1984, se designó la primera Comisión de Examen de Inteligencia de Seguridad con cinco miembros.  La SIRC actúa en nombre de todos los canadienses como mecanismo externo de revisión de los Servicios de Inteligencia de Seguridad de Canadá.  Su mandato está detallado en la sección 38(a) de la Ley del CSIS.  Como lo exige la Ley, debe actuar como tribunal para considerar denuncias sobre actividades realizadas por el CSIS e informar de sus conclusiones al Procurador General Adjunto de Canadá.  La Ley del CSIS estipula que la SIRC realiza investigaciones de acuerdo con denuncias formuladas a la Comisión en virtud de las secciones 41 y 42.  La Ley también establece que la SIRC puede realizar investigaciones respecto de informes, o materias referidas a la Comisión en virtud de la sección 17.1 de la Ley de Ciudadanos, sección 29 y 82.1 de la Ley de Inmigración y sección 36.1 de la Ley de Derechos Humanos Canadiense.



Las conclusiones de la SIRC, así como sus recomendaciones, se detallan en un informe anual que es presentado por el Procurador General Adjunto al Parlamento canadiense.  La SIRC también actúa como tribunal para investigar y formular recomendaciones en relación con toda denuncia acerca de la acreditación de seguridad de empleados federales o de quienes desean vender bienes o prestar servicios al Gobierno de Canadá.

8.
Las direcciones de servicios policiales municipales y las comisiones policiales provinciales y territoriales tienen responsabilidades de supervisión similares de acuerdo con la legislación provincial y territorial.


Direcciones de Servicios Policiales.  Las expectativas de la comunidad en materia de consulta, participación, cooperación y solución conjunta de problemas son fundamentales para la manera en que cumplen sus funciones las direcciones de servicios policiales y la policía de Canadá.  Con excepción de la Real Policía Montada de Canadá, la responsabilidad de promulgar la legislación que rige la actividad policial dentro de las provincias es responsabilidad provincial.  La direcciones policiales tienen numerosas responsabilidades específicas que están establecidas en planes policiales provinciales, pero primordialmente las direcciones son responsables de la supervisión de sus servicios policiales, incluyendo el cálculo de un presupuesto anual para los consejos municipales de servicios policiales, estableciendo las políticas para una acción policial eficiente y efectiva, y brindar orientación a su Jefe de Policía, aunque cada ley es algo diferente en su redacción sobre este último aspecto.  En pocas palabras, el papel de la dirección es de gobierno y su función está circunscrita por la legislación policial provincial.  Sus integrantes son funcionarios electivos.

SECCIÓN OCTAVA. ARTÍCULO III, 10 - SOBORNO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CONTROLES CONTABLES

Artículo 3. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: 

[…]  10.  Medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, tales como mecanismos para asegurar que las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones mantengan registros que reflejen con exactitud y razonable detalle la adquisición y enajenación de activos, y que establezcan suficientes controles contables internos que permitan a su personal detectar actos de corrupción.

11.
Describa las medidas que existen en la legislación nacional para prevenir, impedir y sancionar el soborno de funcionarios nacionales y extranjeros y cite esta normativa.  En particular refiérase a los siguientes aspectos:

· Sanciones previstas. 

· Mecanismos concebidos para asegurar que las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones mantengan registros que reflejen con exactitud y razonable detalle la adquisición y enajenación de activos. 
· Mecanismos concebidos para obligar  a las sociedades mercantiles y a otros tipos de asociaciones a mantener controles contables internos que permitan a su personal detectar actos de corrupción.

· Indique si las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones pueden legalmente incluir en sus controles contables internos lo siguiente:




(
Cuentas sin ser incluidas en los registros contables.




(
Asignaciones o pagos sin ser incluidos en registros contables.




(
Registro de transacciones inexistentes.




(
Registro de transacciones financieras alterando su objetivo.




(
Documentación falsa.  

· Nombre las categorías de sociedades mercantiles y asociaciones que están obligadas a mantener estos registros.

· Otros mecanismos que permitan detectar actos de corrupción.


Respuesta a la pregunta 11

De acuerdo con la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros, Canadá establece jurisdicción sobre el soborno de un funcionario público extranjero cuando el delito es cometido total o parcialmente en su territorio.  En general, el delito está sometido a la jurisdicción de los tribunales canadienses siempre que una porción sustancial de las actividades que configuran el delito ocurran en Canadá.  Basta que exista un vínculo real sustancial entre el delito y el territorio canadiense.

El Código Penal, R.S.C. 1985,3. C-46 (y enmiendas) incluye disposiciones destinadas a prevenir, disuadir y sancionar a personas, incluyendo a empresas, que procuren engañar o inducir a otros a basarse en libros y registros contables inexactos:  la sección 321 (definición de “documento falso”), la sección 362 (declaración falsa), 366 (falsificación), 380 (fraude), 397 (falsificación de libros y documentos) y 400 (prospecto falso).

Véanse también otras disposiciones del Código Penal, incluidas las secciones 322 (hurto), 330 (hurto por persona sujeta a rendir cuentas), 332 (malversación de fondos en tenencia por instrucción), 334 (pena por hurto), 336 (abuso de confianza delictuoso), 340 (destrucción de títulos de propiedad), 341 (ocultamiento fraudulento de información), 361 (declaración falsa), 363 (obtención de ejecución de garantía de valores mediante fraude), 368 (puesta en circulación de documento falso), 375 (obtención, etc. por instrumento basado en documento falso), 378 (delitos en relación con registros), 390 (recibos fraudulentos de acuerdo con la Ley Bancaria) y 392 (enajenación de bienes para defraudar a acreedores).

SECCIÓN NOVENA.  ARTÍCULO III, 11 - PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL

Articulo III. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: 

[…] 11.
Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción.

12.
Describa los mecanismos, previstos en la legislación nacional, concebidos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción y enuncie la normativa que los contempla.


En particular refiérase a:

· Medidas o políticas que estimulan a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales a que informen sobre actividades de corrupción por parte de funcionarios públicos que tengan lugar o que se sospeche que ocurran.

· Medidas o políticas destinadas a desalentar a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales a realizar actividades corruptas. 

Respuesta a la pregunta 12

Canadá, a través del Organismo Canadiense de Desarrollo Internacional (CIDA), contribuye con financiamiento a Transparencia Internacional (TI), así como a su capítulo canadiense, Transparency International Canada.  TI es una organización de la sociedad civil dedicada a contener la corrupción internacional y nacional.  El CIDA también apoya a otras organizaciones de la sociedad civil cuyas atribuciones no son específicamente el combate de la corrupción, pero cuyas actividades comprenden iniciativas que pueden ayudar a combatir la corrupción y a fortalecer el papel de la sociedad civil.  Por ejemplo, el CIDA apoya al Institute for Strong Communities brindando capacitación y educación en comunicaciones a organizaciones canadienses sin fines de lucro y mediante el apoyo a medios de difusión libres, abiertos y responsables a nivel internacional.  Como ejemplo conexo, el CIDA contribuye con financiamiento a CIVICUS, una alianza internacional dedicada a fortalecer la acción ciudadana y la sociedad civil en todo el mundo.


Véase también la sección 426 del Código Penal y la sección 3 de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros.

SECCIÓN DÉCIMA.  ARTÍCULO III, 12 - OTRAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN

Articulo III. Medidas Preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: 

[…] 12.
El estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público.

13.
¿Hay actualmente en la legislación nacional mecanismos que contemplen el estudio de nuevas medidas para prevenir la corrupción, incluyendo aquellas que tomen en cuenta la relación entre el trabajo realizado y la compensación, con el objeto de prevenir los actos de corrupción en el servicio público?

Respuesta a la pregunta 13


La Administración Pública Federal cuenta con un Código de Conflicto de Intereses relacionado con la aceptación de regalos.  Los regalos que representan un monto importante de dinero o beneficios podrían ser considerados como corrupción.  El Código será objeto de revisión en los próximos meses.

CAPÍTULO TERCERO. TIPIFICACIÓN Y SANCIÓN
DE ACTOS DE CORRUPCIÓN

Los Estados Partes de la Convención se comprometieron a aplicar este tratado a los actos de corrupción descritos en el artículo sexto.  Este articulado, describe en detalle las conductas consideradas actos de corrupción para los propósitos de la Convención.

Los Estados, además, se comprometieron, en el artículo sétimo de la Convención, a adoptar, cuando aún no lo hayan hecho, las medidas legislativas o de otro carácter que sean necesarias para tipificar como delito en su derecho interno las conductas descritas en el artículo VI.

Las siguientes preguntas se refieren a la tipificación y sanción en la legislación nacional de las cinco conductas descritas en ese último artículo.

SECCIÓN PRIMERA. ARTÍCULO VI. 1 INCISO A

Artículo VI.  Actos de corrupción

1.
La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción:


a.
El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas; […]

14.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional


(a)
el requerimiento; o


(b)
la aceptación 

por parte de un funcionario público o de una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas? 


Sí __X___    No _____ (Pasar a la pregunta 15)

Si su respuesta es afirmativa respecto a cualquiera de los literales (a) o (b), por favor cite esta normativa y refiérase a los elementos que contempla esa tipificación, en especial a los siguientes: 

· El requerimiento o la aceptación indirectos, a través de personas interpósitas o terceros, que haga el funcionario público de cualquier objeto de valor pecuniario a cambio de la realización u omisión de un acto en el ejercicio de sus funciones públicas. 

· El  requerimiento o la aceptación que haga el funcionario público de cualquier otro beneficio como dádivas, favores, promesas o ventajas.

·  El requerimiento o la aceptación que haga el funcionario público de cualquier otro beneficio para sí mismo o para otra persona o entidad. 

· ¿Existen excepciones o prohibiciones con respecto al requerimiento o aceptación de artículos de valor pecuniario por parte de un empleado público?

· Criterios que utiliza la legislación en la distinción entre los obsequios, honorarios o beneficios aceptables y aquellos cuyo requerimiento o aceptación pueden dar lugar a un acto de corrupción.

· ¿Existen límites con respecto al valor de los obsequios aceptables o beneficios que pueden ser aceptados por los funcionarios públicos o personas que desempeñan funciones públicas; y si se exceden estos límites, ¿Deben estos obsequios o beneficios ser devueltos al Gobierno a quien los haya otorgado?

· Existe en la legislación nacional una definición generalmente aceptada del término "funcionario público", e incluye esta definición a los funcionarios o empleados del Banco Central y de los organismos de control financiero?


Respuesta a la pregunta 14


Véanse las secciones 118, 119, 120, 121, 122, 123 y 426 del Código Penal, R.S.C. 1985.

SECCIÓN SEGUNDA.  ARTÍCULO VI. INCISO B

Artículo VI.  Actos de corrupción

1.
La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción: […]


b. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas;

15.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional el ofrecimiento y otorgamiento a un funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otro beneficio, a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas? 


Sí __X___    No _____ (Pasar a la pregunta 16)

Si su respuesta es afirmativa, por favor cite esa normativa y refiérase a los elementos que contempla esa tipificación, en especial a los siguientes:

· La aceptación indirecta, a través de personas interpósitas o terceros, que haga el funcionario público de cualquier objeto de valor pecuniario a cambio de la realización u omisión de un acto en el ejercicio de sus funciones públicas.

· La aceptación que haga el funcionario público de cualquier otro beneficio como dádivas, favores, promesas o ventajas.

· La aceptación que haga el funcionario público de cualquier otro beneficio para sí mismo o para otra persona o entidad.

Respuesta a la pregunta 15


Véanse la secciones 118, 119, 120, 121, 123 y 426 del Código Penal.

SECCIÓN TERCERA. ARTÍCULO VI. INCISO C

Artículo VI.  Actos de corrupción

1.
La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción: […]


c.
La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero;

16.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional la realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero.

Sí __X___    No _____ (Pasar a la pregunta 17)

Si su respuesta es afirmativa, por favor cite esta normativa y refiérase a los elementos que contempla esa tipificación, en especial a los siguientes:

· Omisiones que haga el funcionario público o quien ejerza la función pública con el fin de obtener ilícitamente esos beneficios.

· La realización del acto u omisión para obtener beneficios ilícitos a favor de terceros.


Respuesta a la pregunta 16


Véanse las secciones 122 y 380 del Código Penal.

SECCIÓN CUARTA.  ARTÍCULO VI. INCISO D

Artículo VI.  Actos de corrupción

1. La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción: 

[…]  d.  El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo.

17.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional el aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera de los actos a los que se refiere el artículo IV de la Convención?



Sí __X___    No _____  (Pasar a la pregunta 18)

Si su respuesta es afirmativa, por favor cite esta normativa e indique si esa tipificación  comprende la definición del término bienes, según los conceptualiza en artículo I de la Convención: los activos de cualquier tipo, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que acrediten, intenten probar o se refiere a la propiedad u otros derechos sobre dichos activos.


Respuesta a la pregunta 17


Véanse las secciones 462.3 y 462.31 del Código Penal.  La palabra “propiedad” está definida en la sección 2 del Código Penal.

CAPÍTULO CUARTO. SOBORNO TRANSNACIONAL

El artículo octavo de la Convención contempla la figura del soborno transnacional y establece la obligación de los Estados de prohibir y sancionar esta conducta, con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico.

Las preguntas que a continuación se presentan en esta sección corresponden a esta figura delictiva.

Artículo VIII. Soborno transnacional
Con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada Estado Parte prohibirá y sancionará el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, directa o indirectamente, por parte de sus nacionales, personas que tengan residencia habitual en su territorio y empresas domiciliadas en él,  cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios, como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial.   […]

18.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado,  por parte de sus nacionales, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial?


Sí __X___    No _____ (Pasar a la pregunta 19) 

Si su respuesta es afirmativa, mencione  esa legislación y describa brevemente las principales características de esas disposiciones, incluyendo los siguientes aspectos:

· Posibilidad de sancionar el acto de ofrecer u otorgar el objeto o beneficio indirectamente, a través de personas interpósitas o de terceros.  

· Responsabilidad criminal de personas jurídicas. 
· Posibilidad de sancionar los actos realizados por subsidiarias, agencias u otras entidades controladas por la empresa matriz, con independencia del domicilio de ésta y descripción de esas sanciones.

· Sobornos de funcionarios para fines distintos a los relacionados con  transacciones de naturaleza económica o comercial.  

· Necesidad de que el acto sea considerado delictivo, tanto por la legislación del Estado al cual pertenece el funcionario como por la legislación del Estado de la persona o sociedad oferente. 

· ¿Existen excepciones a las prohibiciones de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, por parte de sus nacionales, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial? 

· Criterios que utiliza la legislación en la distinción entre una conducta aceptable relacionada con el otorgamiento de promesas o ventajas por parte de los nacionales de un país a funcionarios públicos de otro Estado y la conducta que puede constituir un acto de corrupción.


Respuesta a la pregunta 18
Véase la sección 3 de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros, S.C. 1998, c.34.

En la sección 2 de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros se establece, entre otras cosas, que “persona” hace referencia a una persona según la definición de la sección 2 del Código Penal.  De manera que la disposición incorpora por referencia, a los efectos de la Ley, la definición de “persona” que figura en la sección 2 del Código Penal.

La “persona” está definida en la sección 2 del Código Penal en los siguientes términos:

“todos”, “persona”, “propietario” y expresiones similares incluyen a Su Majestad y a los órganos del Estado, empresas, sociedades, compañías y habitantes de los condados, distritos, municipios y demás jurisdicciones en relación con actos y objetos que, respectivamente, pueden cometer y poseer.

El significado de la definición de este término puede verse en el uso de la palabra “persona” en los delitos tipificados en la Ley.  Por lo tanto, a los efectos de los delitos previstos en la Ley y, en particular, para el delito de soborno de funcionarios públicos extranjeros, que pueden ser acusados, no se limita a las personas naturales, sino que las entidades jurídicas también quedan comprendidas dentro del alcance de los delitos.

Las entidades jurídicas pueden ser responsables penalmente de acuerdo con la legislación canadiense y con la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros, de acuerdo con el derecho común.  La responsabilidad de las empresas en Canadá recae en la teoría de la identificación de la responsabilidad.  La teoría establece la identidad entre la cabeza directriz de la empresa (por ejemplo, el directorio, el director gerente, el superintendente, el gerente o cualquier otra persona a la que el directorio delegue la autoridad del gobierno ejecutivo de la empresa), lo que da como resultado que la empresa sea hallada culpable de un acto cometido por una persona natural.  Por ejemplo, la identidad de la autoridad y de la empresa pueden coincidir y la empresa puede ser responsable si las acciones de la autoridad son cometidas por el gerente dentro del sector de operaciones que le asignó la empresa.

El sector puede ser funcional o geográfico o puede abarcar a toda la actividad de la empresa.

La doctrina de la identificación funciona sólo cuando la Corona puede demostrar que la acción incurrida por la autoridad se encontraba dentro de la esfera de operaciones que se le asignara, no correspondía totalmente a fraude de la empresa y tenía el propósito o dio parcialmente como resultado el beneficio de la empresa (véase, por ejemplo, Canadian Dredge & Dock Co. Ltd c. The Queen, [1985] 1 S.C.R. 662, 19 C.C.C. (3d) 1 (S.C.C.).

Al utilizarse la misma definición de “persona” en la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros que se emplea en el Código Penal, se aplican respecto de este nuevo delito los mismos principios de responsabilidad penal empresarial.

Véase el documento adjunto:  Guía de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros, donde se analiza este aspecto en más profundidad.

CAPÍTULO QUINTO. ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO

El artículo noveno de la Convención contempla y define la figura del enriquecimiento ilícito.  Los Estados Partes, que aún no lo han hecho, se han comprometido a tipificar dentro de su legislación este delito, con sujeción a su constitución y principios fundamentales de su ordenamiento jurídico. 


Al respecto el artículo IX establece:

Artículo IX. Enriquecimiento ilícito
Con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, los Estados Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas necesarias para tipificar en su legislación como delito, el incremento del patrimonio de un funcionario público con significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no pueda ser razonablemente justificado por él.

Entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado el delito de enriquecimiento ilícito, éste será considerado un acto de corrupción para los propósitos de la presente Convención.

Aquel Estado Parte que no haya tipificado el enriquecimiento ilícito brindará la asistencia y cooperación previstas en esta Convención, en relación con este delito, en la medida en que sus leyes lo permitan.

19.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional el incremento del patrimonio de un funcionario público con significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no pueda ser razonablemente justificado por él?

Sí _____    No __X___ (Pasar a la pregunta 20)

Si su respuesta es afirmativa, identifique esa normativa y describa brevemente las principales características de esas disposiciones, incluyendo los siguientes aspectos:

· Posibilidad de que el enriquecimiento ilícito se produzca en el patrimonio de personas interpósitas.

· Posibilidad de sancionar a funcionarios que habiendo sido seleccionados o designados para ocupar un cargo público se enriquezcan ilícitamente antes de iniciar el desempeño de sus funciones.

CAPÍTULO SEXTO. DESARROLLO PROGRESIVO

El artículo XI de la Convención contempla la obligación de los Estados de considerar la tipificación, en sus legislaciones nacionales, de cuatro conductas delictivas.  Las preguntas que se presentan a continuación se refieren a estas cuatro conductas. 

SECCIÓN PRIMERA.  ARTÍCULO XI,1. PÁRRAFO A

Artículo XI.  Desarrollo progresivo
1.
A los fines de impulsar el desarrollo y la armonización de las legislaciones nacionales y la consecución de los objetivos de esta Convención, los Estados Partes estiman conveniente y se obligan a considerar la tipificación en sus legislaciones de las siguientes conductas:


a.
El aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por parte de un funcionario público o una persona que ejerce funciones públicas, de cualquier tipo de información reservada o privilegiada de la cual ha tenido conocimiento en razón o con ocasión de la función desempeñada. […]

20.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional el aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por parte de un funcionario público o una persona que ejerce funciones públicas, de cualquier tipo de información reservada o privilegiada de la cual ha tenido conocimiento en razón o con ocasión de la función desempeñada?


Sí __X___    No _____ (Pasar a la pregunta 21)


Si su respuesta es afirmativa, mencione  esa legislación y describa brevemente las principales características de esas disposiciones y en particular, refiérase a la posibilidad de que este delito se consume cuando el beneficio sea en favor de terceros. 

Respuesta a la pregunta 20


Sírvase ver la sección 122 del Código Penal.

SECCIÓN SEGUNDA.  ARTÍCULO XI,1 PÁRRAFO B

Artículo XI.  Desarrollo progresivo
1.
A los fines de impulsar el desarrollo y la armonización de las legislaciones nacionales y la consecución de los objetivos de esta Convención, los Estados Partes estiman conveniente y se obligan a considerar la tipificación en sus legislaciones de las siguientes conductas: […]


b.
El uso o aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por parte de un funcionario público o una persona que ejerce funciones públicas de cualquier tipo de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte, a los cuales ha tenido acceso en razón o con ocasión de la función desempeñada.

21.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional el uso o aprovechamiento indebido en beneficio propio, por parte de un funcionario público o una persona que ejerce funciones públicas, de cualquier tipo de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte, a los cuales ha tenido acceso en razón o con ocasión de la función desempeñada?


Sí __X___    No _____     (Pasar a la pregunta 22)

Si su respuesta es afirmativa, identifique esa legislación y describa brevemente las principales características de esas disposiciones, incluyendo los siguientes aspectos:

-
Posibilidad de que este delito se consume cuando:


-
El uso o aprovechamiento indebido se realice en beneficio de un tercero.

-
La utilización o aprovechamiento se refiera a:





(
los bienes del Estado;

(
los bienes de las empresas o instituciones en que el  Estado tenga parte;

(
los bienes de las empresas y compañías que correspondan a la actividad de derecho privado de la administración.

· Concordancia entre la definición del término bienes que emplea la legislación nacional y la que utiliza el artículo I de la Convención: los activos de cualquier tipo, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que acrediten, intenten probar o se refiere a la propiedad u otros derechos sobre dichos activos.

Respuesta a la pregunta 21

Sírvase ver las secciones 122, 322 y 380 del Código Penal.  Sírvase ver la sección 2 del Código Penal, donde se define el término “propiedad”.

SECCIÓN TERCERA.  ARTÍCULO XI,1 PÁRRAFO C

Artículo XI.  Desarrollo progresivo
1.
A los fines de impulsar el desarrollo y la armonización de las legislaciones nacionales y la consecución de los objetivos de esta Convención, los Estados Partes estiman conveniente y se obligan a considerar la tipificación en sus legislaciones de las siguientes conductas: […]

c.
Toda acción u omisión efectuada por cualquier persona que, por sí misma o por persona interpuesta o actuando como intermediaria, procure la adopción, por parte de la autoridad pública, de una decisión en virtud de la cual obtenga ilícitamente para sí o para otra persona, cualquier beneficio o provecho, haya o no detrimento del patrimonio del Estado.

22.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional toda acción u omisión efectuada por cualquier persona que procure la adopción, por parte de la autoridad pública, de una decisión en virtud de la cual obtenga ilícitamente cualquier beneficio o provecho?


Sí __X___    No _____ (Pasar a la pregunta 23)

Si su respuesta es afirmativa, identifique la legislación que contempla la tipificación u omisión de esta conducta y describa brevemente las principales características de esas disposiciones, incluyendo si ésta abarca las acciones u omisiones que obtengan un  beneficio o provecho para un tercero.


Respuesta a la pregunta 22

Sírvase ver las secciones 119, 120, 121, 123, 124 y 125 del Código Penal.

SECCIÓN CUARTA.  ARTÍCULO XI. PÁRRAFO D

Artículo XI.  Desarrollo progresivo
1.
A los fines de impulsar el desarrollo y la armonización de las legislaciones nacionales y la consecución de los objetivos de esta Convención, los Estados Partes estiman conveniente y se obligan a considerar la tipificación en sus legislaciones de las siguientes conductas: […] 

d.
La desviación ajena a su objeto que, para beneficio propio o de terceros, hagan los funcionarios públicos, de bienes muebles o inmuebles, dinero o valores, pertenecientes al Estado, a un organismo descentralizado o a un particular, que los hubieran percibido por razón de su cargo, en administración, depósito o por otra causa.

23.
¿Tipifica y sanciona la legislación nacional, la desviación ajena a su objeto que, para beneficio propio o de terceros, hagan los funcionarios públicos, de bienes muebles o inmuebles, dinero o valores, pertenecientes al Estado o a un organismo descentralizado o a un particular, que los hubieran percibido por razón de su cargo, en administración, depósito o por otra causa?




Sí __X___    No _____ (Pasar a la pregunta 24)

Si su respuesta es afirmativa, indique la legislación que tipifica la conducta descrita en esta sección e incluya una breve descripción de la misma.

Respuesta a la pregunta 23
Sírvase ver las secciones 122, 322 y 380 del Código Penal.

CAPÍTULO SÉPTIMO.  PUNTOS GENERALES RELACIONADOS
CON LOS ARTÍCULOS VI, VIII,  IX y XI


24.
Indicar, con referencia a cada uno de los actos de corrupción incluidos en la convención (subpárrafos (a), (b), (c), (d) y (e) del Artículo VI, así como el Artículo VIII, Artículo IX, y subpárrafos (a), (b) y (c) del Artículo XI), si la tipificación de cada uno de esos actos bajo su legislación nacional incluye los siguientes elementos:

-
Concordancia de la definición de funcionario público en la tipificación de la conducta descrita en la Convención y referida en la mencionada legislación nacional y aquella utilizada en el Artículo I de la Convención.

-
Es necesario que estos actos de corrupción así como de soborno transnacional y enriquecimiento ilícito produzcan perjuicio patrimonial al Estado.

-
Posibilidad de negar un trato impositivo favorable a cualquier individuo o empresa para gastos realizados en violación de las leyes de anticorrupción de los Estados parte.

-
Sanciones previstas bajo la legislación nacional.


Respuesta a la pregunta 24

Sírvase ver las secciones 2 y 118 y la subsección 123(3) del Código Penal, así como la sección 2 de la Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extrajeros.


La subsección 67.5(1) de la Ley de Impuestos sobre la Renta prohibe declarar como deducible el pago de un soborno.


Las penas máximas por los delitos del Código Penal antes citados son las siguientes:


14 años de penitenciaría
· soborno de funcionarios judiciales (sección 119)

· soborno de funcionarios involucrados en la administración de la legislación penal (sección 120)



10 años de penitenciaría
· hurto (sección 332)

· fraude (sección 380

· lavado del producido del delito (462.31)



5 años de penitenciaría

· soborno de funcionarios (sección 121)

· abuso de confianza (sección 122)

· corrupción municipal (sección 123)

· comisión secreta (sección 426)

· venta o compra de cargos (124)

· influencia o negociación en designaciones o negociación con cargos (sección 125)

Las penas máximas por los demás delitos no contenidos en Código Penal citados anteriormente son las siguientes:

s. 3 Ley sobre Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros (soborno de funcionarios públicos extranjeros) 5 años.

s. 4 Ley sobre Corrupción de Funcionarios Extranjeros (lavado del producido del delito) 10 años.

La persona condenada por tentativa de cometer un delito será pasible de una pena equivalente a la mitad de la pena máxima que se aplique a quien sea hallado culpable del delito.

Toda persona que conspire para cometer un delito es pasible del mismo castigo que un acusado que es hallado culpable del delito.

Para que los delitos canadienses citados comprendan los actos de corrupción previstos en la Convención no es requisito absoluto que exista perjuicio real contra bienes del Estado para que exista una condena.

CAPÍTULO OCTAVO.  COOPERACIÓN JUDICIAL

Según lo establece el artículo II de la Convención, uno de los propósitos fundamentales de este instrumento es el promover, facilitar y regular la cooperación de los Estados Partes a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción vinculados con el ejercicio de la función pública y los actos de corrupción específicamente relacionados con ese ejercicio. 

Las preguntas de esta sección se refieren a distintos componentes que integran la cooperación jurídica y judicial que se han comprometido brindar los Estados en esta Convención. 

SECCIÓN PRIMERA. ARTÍCULO V, 1, 2, 3 Y 4 -  JURISDICCIÓN

El artículo IV la Convención prevé que ésta es aplicable siempre que el presunto acto de corrupción se haya cometido o produzca sus efectos en un Estado parte.


Por su parte, el artículo V  establece cuatro distintos criterios según los cuales los Estados pueden ejercer su jurisdicción sobre los delitos que hayan tipificado de conformidad con la Convención.  Las preguntas que se presentan a continuación se refieren a esos criterios.

Artículo V. Jurisdicción
1.
Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el delito se cometa en su territorio.

2.
Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona que tenga residencia habitual en su territorio.

3.
Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y no lo extradite a otro país por motivo de la nacionalidad del presunto delincuente.

4.
La presente Convención no excluye la aplicación de cualquier otra regla de jurisdicción penal establecida por una Parte en virtud de su legislación nacional.

25.
Describa brevemente las normas,  principios y criterios establecidos en el ordenamiento jurídico nacional según los cuales el Estado ejercer la jurisdicción sobre los delitos tipificados de conformidad con la Convención.  Refiérase, además, a los siguientes aspectos:

· Procedimientos previstos en la legislación nacional que faciliten la asistencia judicial solicitada por otro Estado parte de la Convención, para investigar o juzgar los actos de corrupción descritos en la misma.

· Posibilidad de ejercer la jurisdicción sobre estos delitos en los casos siguientes:

(
Cuando el delito se cometa en el territorio nacional.

(
Cuando el delito sea cometido por un nacional. 

(
Cuando el delito sea cometido por una persona que tenga residencia habitual en el territorio nacional.

(
Cuando el presunto delincuente se encuentre en el territorio nacional y no se le extradite a otro país por motivo de su nacionalidad.

(
Cuando el presunto acto de corrupción se haya cometido o produzca sus efectos en un Estado Parte.


Respuesta a la pregunta 25
Si bien Canadá tiene competencias para afirmar jurisdicción extraterritorial, rara vez lo hace.  Canadá no ha establecido su jurisdicción para ello respecto del soborno de un funcionario público extranjero.  Canadá ha legislado en general la jurisdicción penal extraterritorial en casos en que existe un consenso internacional en cuanto a que el delito es de tal preocupación universal que justifica la jurisdicción extraterritorial, a saber, delitos contras personas internacionalmente protegidas, la protección de material nuclear, la tortura.

Desde 1988, Canadá cuenta con legislación sobre asistencia jurídica mutua.  La Ley de Asistencia Jurídica Mutua ha sido enmendada para tener en cuenta la evolución reciente de la tecnología, como las pruebas de vídeo.  Esta legislación permite la asistencia a Estados partes en base a convenciones multilaterales que prevén dicha asistencia.  Además, Canadá ha suscrito unos 25 tratados bilaterales (5 de ellos, con países de la OEA) y un número aún mayor de instrumentos está en vías de negociación.

Contamos con una autoridad central para la asistencia jurídica mutua que ha estado en funcionamiento desde hace diez años y ha recogido experiencia sustancial en este campo.  La comunicación directa con autoridades centrales extranjeras está favorecida en aras de la celeridad.  Además, existe un sistema para la tramitación de solicitudes.

SECCIÓN SEGUNDA. ARTÍCULO XIII, 1 Y 2 - EXTRADICIÓN

El artículo XIII de la Convención regula distintas hipótesis que pueden dar lugar a la extradición respecto a los delitos tipificados por los Estados Partes de conformidad con la Convención.

La pregunta de esta sección se refiere a la obligación de incluir, entre los delitos que den lugar a la extradición, los delitos tipificados en la Convención en todo tratado de extradición que concierten entre sí. 

Artículo XIII.  Extradición

1.  El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados por los Estados Partes de conformidad con esta Convención.

2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los delitos que den lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Partes.  Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición que concierten entre sí.  […]

26.
¿Ha suscrito su país tratados de extradición, con países parte en la Convención, con posterioridad a la entrada en vigor de este instrumento?



Sí _____    No __X___  (Pasar a la pregunta 27)

Si su respuesta es afirmativa, enumere estos tratados, su fecha y los países parte. Indique, además, si estos expresamente han incluido los delitos tipificados, de conformidad con la Convención, como casos de extradición. 

SECCIÓN TERCERA.  ARTÍCULO XVI, 1 Y 2 - SECRETO BANCARIO


La pregunta que se presenta a continuación se refiere a la disposición contenida en el artículo XVI de la Convención sobre la figura del secreto bancario.

Artículo XVI.  Secreto bancario

1. El Estado Parte requerido no podrá negarse a proporcionar la asistencia solicitada por el Estado Parte requeriente amparándose en el secreto bancario. Este artículo será aplicado por el Estado Parte requerido, de conformidad con su derecho interno, sus disposiciones de procedimiento o con los acuerdos bilaterales o multilaterales que lo vinculen con el Estado Parte requeriente. 

2.
El Estado Parte requeriente se obliga a no utilizar las informaciones protegidas por el secreto bancario que reciba, para ningún fin distinto del proceso para el cual hayan sido solicitadas, salvo autorización del Estado Parte requerido.
27.
¿Existe en el derecho interno normas que protegen el secreto bancario?



Sí _____    No __X___  (Pasar a la pregunta 28)

Si su respuesta es afirmativa, describa brevemente las principales características de esas disposiciones y enuncie la legislación que las establece.  Indique, además, si el ordenamiento jurídico nacional establece como excepción al secreto bancario los casos en que un Estado parte de la Convención solicite asistencia de acuerdo con este tratado. 


Respuesta a la pregunta 27

Actualmente Canadá no cuenta con legislación federal vigente que proteja la información personal en el sector privado.  Hasta la fecha, la protección de la información personal en el sector privado se ha efectuado con los auspicios de un código voluntario de privacidad en el sector privado, denominado el Código Modelo para la Protección de la Información Personal (CSA Model Code), que establece diez principios sobre protección de la privacidad con cláusulas que los respaldan.  Los diez principios rigen las cuestiones siguientes:  responsabilización; identificación de propósitos; consentimiento; recabación restringida; uso restringido; divulgación y retención; exactitud; salvaguardas; apertura; acceso individual y recusación de la conformidad.


Sin embargo, muy recientemente Canadá aprobó la Ley de Protección de la Información Personal y los Documentos Electrónicos (en adelante, denominada “la Ley”) para proteger la información personal en el sector privado.  En la Parte 1 de la Ley, titulada “Protección de la Información Personal en el Sector Privado” (que entrará en vigencia el 1 de enero de 2001) conjuntamente con el Capítulo 1 (Principios establecidos en las Normas Nacionales de Canadá bajo el título de Código Modelo para la Protección de la Información Personal, Can/CSA-Q830-96) se establecen las normas que rigen la recolección, uso y divulgación de información personal en el sector privado.  Las Partes 2, 3 y 4 de la Ley entraron en vigor el 1 de mayo de 2000.

SECCIÓN CUARTA.  ARTÍCULO XV, 1 Y 2 - MEDIDAS SOBRE LOS BIENES 

Las preguntas de esta sección se refieren a uno de los temas que integran y complementan la  asistencia a la que se han comprometido los Estados, en la Convención.  

El artículo XV trata específicamente los aspectos relacionados con la asistencia que se brindarán los Estados en la identificación, el rastreo, la inmovilización, la confiscación y el decomiso de bienes obtenidos o derivados de la comisión de los delitos tipificados de conformidad con la Convención, de los bienes utilizados en dicha comisión o del producto de dichos bienes. 

Artículo XV.  Medidas sobre bienes

1.
De acuerdo con las legislaciones nacionales aplicables y los tratados pertinentes u otros acuerdos que puedan estar en vigencia entre ellos, los Estados Partes se prestarán mutuamente la más amplia asistencia posible en la identificación, el rastreo, la inmovilización, la confiscación y el decomiso de bienes obtenidos o derivados de la comisión de los delitos tipificados de conformidad con la presente Convención, de los bienes utilizados en dicha comisión o del producto de dichos bienes.

2.
El Estado Parte que aplique sus propias sentencias de decomiso, o las de otro Estado Parte, con respecto a los bienes o productos descritos en el párrafo anterior, de este artículo, dispondrá de tales bienes o productos de acuerdo con su propia legislación.  En la medida en que lo permitan sus leyes y en las condiciones que considere apropiadas, ese Estado Parte podrá transferir total o parcialmente dichos bienes o productos a otro Estado Parte que haya asistido en la investigación o en las actuaciones judiciales conexas.   

28.
¿Ha recibido su gobierno solicitudes de asistencia para la identificación, el rastreo, la inmovilización, la confiscación y el decomiso de bienes obtenidos o derivados de la comisión de los delitos tipificados de conformidad con la presente Convención, de los bienes utilizados en dicha comisión o del producto de dichos bienes?



Sí _____    No __X___  (Pasar a la pregunta 29)

Si su respuesta es afirmativa, indique y explique:

-
Si los órganos jurisdiccionales o administrativos de su país han dispuesto de los bienes o productos de esa identificación, rastreo, inmovilización, confiscación o decomiso de acuerdo con su propia legislación aplicando sus propias sentencias de decomiso, o las de otro Estado Parte. 

-
Si dichos bienes o productos han sido transferidos total o parcialmente a otro Estado Parte que haya asistido en la investigación o en las actuaciones judiciales conexas.

SECCIÓN QUINTA.   ARTÍCULO XVIII, 1 Y 2 - AUTORIDADES CENTRALES


La Convención, de manera similar a otros tratados interamericanos, ha previsto la designación de autoridades centrales.  Estas autoridades tienen el propósito de formular y recibir las solicitudes de asistencia y cooperación previstas en la Convención.


Las siguiente pregunta busca identificar las autoridades que para estos efectos han designado los gobiernos.

Artículo XVIII. Autoridades centrales

1. Para los propósitos de la asistencia y cooperación internacional previstas en el marco de esta Convención, cada Estado Parte podrá designar una autoridad central o podrá utilizar las autoridades centrales contempladas en los tratados pertinentes u otros acuerdos.

2. Las autoridades centrales se encargarán de formular y recibir las solicitudes de asistencia y cooperación a que se refiere la presente Convención. […]

29.
¿Ha identificado su país la autoridad central para los propósitos de canalizar la asistencia y cooperación internacional previstas en el marco de la Convención?



Sí __X___    No _____  (Pasar a la pregunta 30)

Si su respuesta es afirmativa, mencione el nombre de esa entidad o institución y el funcionario a quien puede contactarse para los propósitos mencionados en la pregunta anterior, el cargo que ocupa, números de teléfono, fax y correo electrónico.


Respuesta a la pregunta 29
General Counsel / Director, International Assistance Group

Room 2049, 284 Wellington Street, East Memorial Building

Ottawa, Ontario KIA 0H8

Tel: 613-957-4758

Fax: 613-957-8412

CAPÍTULO NOVENO. INFORMACIÓN ADICIONAL

SECCIÓN PRIMERA. LEGISLACIÓN Y PROGRAMAS DE LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN

30.
Si la legislación nacional no contempla algunas de las normas o medidas mencionadas a lo largo de este cuestionario, indique si se ha presentado algún proyecto de ley, en proceso de ser aprobado, dirigido a corregir esta situación. 



Sí _____    No _____  (Pasar a la pregunta 31)

identifique el proyecto de ley, nombre fecha y estado del proceso de estudio y aprobación en que se encuentra esa iniciativa. 

31.
¿Cuenta su país con un programa comprensivo en materia de lucha contra la corrupción, además de los mecanismos que ya se han mencionado a lo largo de este cuestionario?



Sí _____    No __X___  

Si su respuesta es afirmativa, mencione el nombre de este(os) programa(s).

Si su respuesta es negativa, señale si está en proceso de aprobación un programa de esta naturaleza e indique el nombre de este programa y el estado del proceso de estudio y aprobación en que se encuentra.


SECCIÓN SEGUNDA.  INFORMACIÓN GENERAL

32.
Por favor, complete la siguiente información:

(a) Estado Miembro:  Canadá

(b) Recibimos el cuestionario el mes de octubre del año 2000

(c) El funcionario a quien puede consultarse sobre las respuestas dadas a este cuestionario es:

Sr.:  Keith Morril

Título/cargo: Deputy Director/Subdirector

United Nations, Criminal and Treaty Law Division

Organismo/oficina:Department of Foreign Affairs and International Trade

Dirección Postal: Lester B. Pearson Building, 125 Sussex Drive, Ottawa, Ontario

KIA 0G2

Número de teléfono:  613-995-8508

Número de fax: 613-992-2467
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